
Acción de Tutela: 2022-00430 
Accionante: LA PREVISORA S.A 

Accionada: DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES – DIAN 
 

 

1 
 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, D. C. 

 

FALLO DE TUTELA No. 0090 

 

 

REFERENCIA:     ACCION DE TUTELA No. 2022-00430 

ACCIONANTE:    LA PREVISORA S.A. 

ACCIONADA: DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES 

-DIAN 

 

Bogotá, D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veintidós (2022) 

 

Procede el Despacho a resolver la ACCIÓN DE TUTELA promovida por la 

Dra. SONIA ALEXANDRA PULIDO MUÑOZ, en calidad de apoderada judicial 

de la PREVISORA S.A. en contra de la DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y 

ADUANAS NACIONALES – DIAN, por considerar que se le ha vulnerado su 

derecho fundamental de petición. 

 
 

ANTECEDENTES  

 

Como sustento fáctico de sus pretensiones, el accionante en síntesis señaló 

lo siguiente:  

 

 Que el día 26 de febrero de 2022, presentó derecho de petición ante 

la accionada. 

 Que recibió respuesta el día 14 de marzo de 2022, sin embargo, el 

mismo no fue resuelto de fondo.  

 Que presentó acción de tutela el día 22 de junio de 2022, con el fin de 

obtener respuesta de fondo a su solicitud. 
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 Que se emitió fallo el día 22 de julio de 2022, negando el amparo 

solicitado, indicando hecho superado, pero el mismo no fue resuelto 

en su totalidad. 

 

Con fundamento en los hechos narrados solicita se ordene a la DIRECCIÓN 

DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES – DIAN, proceda a contestar de 

fondo el derecho de petición radicado el día 26 de febrero de 2022, el cual 

se encuentra relacionado con la entrega de la información y acceso a los 

expedientes bajo los radicados emitida en la solicitud. 

 

TRÁMITE SURTIDO EN ESTA INSTANCIA 

 

Una vez admitida la presente acción mediante auto de fecha 7 de octubre de 

2022 de los corrientes, este Despacho ordenó librar comunicación a la 

entidad tutelada a través de su correo electrónico, a fin de que, en el término 

de 48 horas, suministraran la información acerca del trámite adelantado en 

el caso particular del accionante. 

 

RESPUESTA DE LA DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS 

NACIONALES – DIAN.  

 

Una vez notificada, refirió que la presente acción de tutela fue presentada 

por los mismos hechos, la cual fue fallada el día 11 de julio de 2022, negando 

la protección invocada por declarar la carencia actual del objeto, por hecho 

superado, fallo que no fue impugnado por la parte actora. 

 

De otro lado, indicó que la petición presentada el día 26 de febrero de 2022, 

fue resuelta el día 22 de marzo de 2022, informando que con respecto de los 

expedientes relacionadas en la petición no se encontraba aperturado ningún 

proceso de cobro; respuesta respecto de la cual no se recibió solicitud de 

aclaración o complementación alguna de parte del peticionario. 

 

CONSIDERACIONES 

 

El Artículo 86 de la Carta Magna estableció la Acción de Tutela como un 

mecanismo sui generis para que todo ciudadano que vea vulnerado 

cualquiera de los derechos fundamentales consagrados en la misma, acuda 
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en procura de su defensa, pero se hace necesario aclarar que no es el único 

medio para obtener la protección de los citados derechos, toda vez que con 

la institución de la cual hablamos se pretende dotar a la ciudadanía de un 

procedimiento autónomo ágil y eficaz cuando se encuentre frente a un 

peligro inminente e irremediable que no se pueda evitar a través de otra de 

las acciones legales. 

 

De tales requisitos surge la conclusión que este mecanismo no se debe 

utilizar indiscriminadamente provocando en los Despachos Judiciales una 

mayor congestión de la normal y el retardo en el estudio de los restantes 

procesos que han esperado los trámites legales para un pronunciamiento 

definitivo. 

 

Por ello el Juez de Tutela debe partir del Art. 5 y 94 de la Constitución para 

desentrañar si del caso en concreto se desprende un derecho Fundamental 

que tutelar. 

 

Dicho lo anterior, procede el Despacho a analizar cada uno de los aspectos 

necesarios para adoptar una decisión de fondo dentro del presente trámite 

constitucional. 

 

1.)  PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA EN EL PRESENTE 

ASUNTO 

 

Debe señalarse en primer lugar que en el esquema constitucional en el que 

se prevé la acción de tutela, su procedencia está definida y caracterizada por 

la subsidiariedad y residualidad, pues se encuentra condicionada a la 

inexistencia de otros medios de defensa judicial o de existir estos, de manera 

transitoria para evitar un perjuicio irremediable, que a su vez tiene unos 

elementos característicos. 

 

Como quiera que la acción de tutela constituye un procedimiento preferente, 

sumario, específico y directo que solo procede cuando el afectado no 

disponga de otro medio de defensa judicial y excepcionalmente se autoriza 

como mecanismo transitorio si existe de por medio un perjuicio 

irremediable; en ejercicio de las facultades atribuidas como juez 
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constitucional, el Despacho se pronunciará respecto de la procedencia de la 

acción de tutela. 

 

1.1. LEGITIMACION EN LA CAUSA 

 

En virtud del artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto Ley 2591 

de 1991, toda persona – natural o jurídica- que considere que sus derechos 

fundamentales han sido vulnerados o se encuentren amenazados, puede 

interponer acción de tutela en nombre propio o a través de un representante 

que actúe en su nombre contra toda acción u omisión de las autoridades 

públicas que desconozcan o amenacen con vulnerar sus derechos 

fundamentales. De manera excepcional, es posible ejercer la acción de tutela 

en contra de particulares en determinadas circunstancias: que estén a cargo 

de la prestación de un servicio público, su conducta afecte grave y 

directamente el interés colectivo, o el peticionario se encuentre en condición 

de subordinación o indefensión. 

 

1.2. DE LA INMEDIATEZ  

 

La H. Corte Constitucional en múltiples pronunciamientos ha desarrollado 

lo atinente a este principio con el fin de establecer la procedencia de la 

acción en cumplimiento de tal requisito, al respecto en reciente sentencia T- 

027 de 2019, resaltó:    

 

“(…) Se ha indicado que la acción de tutela debe ser utilizada en un 

término prudencial, esto es, con cierta proximidad a la ocurrencia 

de los hechos que se dicen violatorios y/o amenazantes de derechos 

fundamentales, pues es claro que la solicitud de amparo pierde su 

sentido y su razón de ser como mecanismo excepcional y expedito 

de protección, si el paso del tiempo, lejos de ser razonable, desvirtúa 

la inminencia y necesidad de protección constitucional. 

  

  Para constatar la observancia de este requisito, este Tribunal ha 

reiterado que el juez de tutela debe comprobar cualquiera de estas 

situaciones: (i) si resulta razonable el tiempo comprendido entre el 

día en que ocurrió o se conoció el hecho vulnerador y/o constitutivo 

de la amenaza de algún derecho fundamental y, el día en que se 
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formuló la acción de tutela; y/o (ii) si resulta razonable el lapso 

comprendido entre el día en que cesaron los efectos de la última 

actuación que el accionante desplegó en defensa de sus derechos 

presuntamente vulnerados y el día en que se solicitó el amparo. 

 

En consonancia con lo anterior, la jurisprudencia de esta 

Corporación ha precisado que existen circunstancias en las cuales 

es admisible la dilación en la interposición de la acción de tutela, a 

saber: (i) “Que se demuestre que la vulneración es permanente en 

el tiempo y que, pese a que el hecho que la originó por primera vez 

es muy antiguo respecto de la presentación de la tutela, la situación 

desfavorable del actor derivada del irrespeto de sus derechos, 

continúa y es actual.” O (ii) “que la especial situación de aquella 

persona a quien se le han vulnerado sus derechos fundamentales, 

convierte en desproporcionado el hecho de adjudicarle la carga de 

acudir al juez; por ejemplo, el estado de indefensión, interdicción, 

abandono, minoría de edad, incapacidad física, entre otros (…)”. 

 

Así mismo, en sentencia T-291 de 2017, respecto del análisis del tiempo o 

lapso que trascurre entre la vulneración del derecho fundamental y la 

presentación de la acción de tutela precisó: 

 

“(…)Considerando que debe ser evaluada la causa por la cual ha 

transcurrido un tiempo considerable entre la vulneración del 

derecho fundamental, y el momento en que se interpuso la acción 

de tutela, para determinar definitivamente si éste es o no 

justificable, debe ponerse de presente que la conclusión no es bajo 

ninguna circunstancia arbitraria ni plenamente discrecional para el 

juez de conocimiento, sino que, para ello, esta Corte ha establecido 

cuatro (4) criterios para determinar si dicha demora es o no 

disculpable, a saber: 

  

“i) si existe un motivo válido para la inactividad de los accionantes; 

(ii) si la inactividad justificada vulnera el núcleo esencial de los 

derechos de terceros afectados con la decisión; (iii) si existe un nexo 

causal entre el ejercicio tardío de la acción y la vulneración de los 

derechos fundamentales del interesado (iv) si el fundamento de la 
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acción de tutela surgió después de acaecida la actuación violatoria 

de los derechos fundamentales, de cualquier forma en un plazo no 

muy alejado de la fecha de interposición. 

 

Ya que los sujetos de especial protección constitucional, en caso de 

encontrarse en una situación de debilidad manifiesta merecen, 

como ha sido reiteradamente expuesto, una protección y 

consideración especial por parte del Estado, esta Corte ha 

precisado que: “en los únicos dos casos en que no es exigible de 

manera estricta el principio de inmediatez en la interposición de la 

tutela, es cuando (i) se demuestre que la vulneración es permanente 

en el tiempo y que, pese a que el hecho que la originó por primera 

vez es muy antiguo respecto de la presentación de la tutela, la 

situación desfavorable del actor derivada del irrespeto por sus 

derechos, continúa y es actual. Y cuando (ii) la especial situación de 

aquella persona a quien se le han vulnerado sus derechos 

fundamentales, convierte en desproporcionado el hecho de 

adjudicarle la carga de acudir a un juez; por ejemplo el estado de 

indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, incapacidad 

física, entre otros”. Por lo que nuevamente, el examen que se haga 

sobre su situación particular se flexibiliza en aras de garantizar 

plenamente el derecho fundamental a la igualdad y en tales casos 

la inmediatez no será valorada de manera tan estricta, por lo que 

se insiste que“(…) para declarar la improcedencia de la acción de 

tutela por el incumplimiento del requisito de inmediatez, no es 

suficiente comprobar que ha transcurrido un  periodo considerable 

desde la ocurrencia de los hechos que motivaron su presentación, 

sino que, además, es importante valorar si la demora en el ejercicio 

de la acción tuvo su origen en una justa causa que explique la 

inactividad del accionante de tal manera que, de existir, el amparo 

constitucional es procedente”. En definitiva, se tiene que la 

valoración del término para interponer la acción de tutela debe ser 

ponderado de manera particular en cada uno de los casos, con 

todas las consideraciones que hasta aquí se han dejado plasmadas 

(…)” 
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En este orden, en los términos de la Honorable Corte Constitucional, la 

inmediatez como requisito de procedibilidad de la acción de tutela impone 

al accionante la carga de presentar la referida acción en un término 

razonable y prudente de cara a la acción u omisión que está ocasionando la 

vulneración de sus derechos fundamentales. Ello por cuanto este principio 

tiene la importante función de garantizar el cumplimiento del objeto propio 

de la tutela como lo es la protección urgente de los derechos fundamentales 

que están siendo amenazados o vulnerados en determinado momento y 

corresponde al juez de tutela evaluar la procedencia de este de cara a las 

circunstancias de cada caso en concreto.  

 

1.3 DE LA SUBSIDIARIEDAD 

 

En los términos del artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto 2591 

de 1991 se establece que la acción de tutela es un mecanismo de protección 

de carácter residual y subsidiario, lo que conlleva a su uso solamente 

cuando no exista otro medio de defensa judicial o cuando existiéndolo se 

requiera acudir al amparo constitucional como mecanismo transitorio para 

evitar un perjuicio irremediable.   

 

Por consiguiente, si hubiere otras instancias judiciales y resultaren eficaces 

para la protección que se reclama, el interesado debe acudir a ellas antes de 

pretender el amparo por vía de tutela. Es decir, la subsidiaridad implica 

agotar previamente los medios de defensa legalmente disponibles al efecto, 

pues la tutela no puede desplazar los mecanismos específicos de defensa 

previstos en la correspondiente regulación común. 

 

Frente a este tema, la sentencia T-480 de 2011 textualmente indicó: 

 

“(…) el carácter subsidiario de la acción de tutela impone al 

interesado la obligación de desplegar todo su actuar dirigido a 

poner en marcha los medios ordinarios de defensa ofrecidos dentro 

del ordenamiento jurídico para la protección de sus derechos 

fundamentales. Tal imperativo constitucional pone de relieve que 

para acudir a la acción de tutela el peticionario debe haber actuado 

con diligencia en los procesos y procedimientos ordinarios, pero 

también que la falta injustificada de agotamiento de los recursos 
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legales deviene en la improcedencia del mecanismo de amparo 

establecido en el artículo 86 superior.  

 

Sobre este particular, ha precisado la jurisprudencia que si 

existiendo el medio judicial de defensa, el interesado deja de acudir 

a él y, además, pudiendo evitarlo, permite que éste caduque, no 

podrá posteriormente acudir a la acción de tutela en procura de 

obtener la protección de un derecho fundamental. En estas 

circunstancias, la acción de amparo constitucional no podría 

hacerse valer ni siquiera como mecanismo transitorio de protección, 

pues tal modalidad procesal se encuentra subordinada al ejercicio 

de un medio judicial ordinario en cuyo trámite se resuelva 

definitivamente acerca de la vulneración iusfundamental y a la 

diligencia del actor para hacer uso oportuno del mismo (…)” 

 

Así mismo, en sentencia T-146 de 2019 se expresó: 

 

“(…)Bajo ese entendido, la procedibilidad de la acción de tutela se 

sujeta a las siguientes reglas: (i) como mecanismo transitorio, 

cuando a pesar de la existencia de un medio ordinario de defensa 

para el reconocimiento de la prestación, este no impide la ocurrencia 

de un perjuicio irremediable, conforme a la especial situación del 

peticionario; (ii) la tutela como mecanismo definitivo cuando el 

medio ordinario dispuesto para resolver las controversias, no es 

idóneo y eficaz, conforme a las especiales circunstancias del caso 

que se estudia. Además, (iii) cuando la acción de tutela es 

promovida por personas que requieren especial protección 

constitucional, como los niños y niñas, mujeres cabeza de familia, 

personas en condición de discapacidad, personas de la tercera 

edad, entre otros, el examen de procedencia de la acción de tutela 

es menos estricto, a través de criterios de análisis más amplios, 

pero no menos rigurosos. 

  

De esta manera, el juez constitucional al analizar la procedencia de 

la solicitud de amparo cuando existen mecanismos judiciales 

ordinarios a los que puede acudir el actor, debe contemplar la 

existencia de las siguientes excepciones: i) en consonancia con lo 
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dispuesto en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, 

cuando se advierta que las vías ordinarias al alcance del afectado 

resultan ineficaces para la protección del derecho; y, ii) la 

posibilidad de acudir a la acción de tutela como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable(…)” 

 

Conforme a lo señalado, el requisito de subsidiariedad implica la obligación 

del interesado de agotar previamente los mecanismos de defensa judicial 

disponibles e idóneos para la protección que se invoca antes de acudir a la 

acción de amparo. 

 

1.4 DE LA TEMERIDAD  

 

La Constitución de 1991 indica que la acción de tutela es un medio judicial 

residual y subsidiario, que puede utilizarse frente a la vulneración o 

amenaza de derechos fundamentales por la acción u omisión de cualquier 

autoridad pública, y en algunos casos de particulares. No obstante, existen 

reglas que no pueden ser desconocidas por quienes pretenden que se les 

reconozca el amparo a través de esta vía, una de ellas es no haber formulado 

con anterioridad una acción de tutela contra la misma parte, por los mismos 

hechos y con las mismas pretensiones.  

 

Cuando una persona promueve la misma acción de tutela ante diferentes 

operadores judiciales, bien sea simultánea o sucesivamente, se puede 

configurar la temeridad, conducta que involucra un elemento volitivo 

negativo por parte del accionante. La jurisprudencia ha establecido ciertas 

reglas con el fin de identificar una posible situación constitutiva de 

temeridad. Sobre el particular, esta Corporación señaló: 

 

“La Sentencia T-045 de 2014 advirtió que la temeridad se configura 

cuando concurren los siguientes elementos: “(i) identidad de partes; (ii) 

identidad de hechos; (iii) identidad de pretensiones y (iv) la ausencia de 

justificación razonable en la presentación de la nueva demanda 

vinculada a un actuar doloso y de mala fe por parte del demandante. 

En la Sentencia T-727 de 2011 se definió los siguientes elementos “(…) 

(i) una identidad en el objeto, es decir, que ¨las demandas busquen la 

satisfacción de una misma pretensión tutelar o sobre todo el amparo de 
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un mismo derecho fundamental¨, (ii) una identidad de causa petendi, 

que hace referencia a que el ejercicio de las acciones se fundamente en 

unos mismos hechos que le sirvan de causa, y, (iii) una identidad de 

partes, o sea que las acciones de tutela se hayan dirigido contra el 

mismo demandado y, del mismo modo, se hayan interpuesto por el 

mismo demandante, ya sea en su condición de persona natural o 

persona jurídica, de manera directa o por medio de apoderado”. 

 

En términos de la Corte, en Sentencia T -272/19: 

 

“En conclusión, la institución de la temeridad pretende evitar la presentación 

sucesiva o múltiple de las acciones de tutela. Al mismo tiempo, es evidente 

que existen elementos materiales particulares para determinar si una 

actuación es temeraria o no. En ese sentido, la sola existencia de dos 

amparos de tutela aparentemente similares no hace que la tutela sea 

improcedente. A partir de esa complejidad, el juez constitucional es el 

encargado de establecer si ocurre su configuración en cada asunto sometido 

a su competencia” 

 

2.) EL CASO CONCRETO 

 

En el caso que nos ocupa, se tiene que la parte actora presentó derecho de 

petición ante la accionada el día 26 de febrero de 2022. 

 

De acuerdo a lo informado, tanto por la parte accionante en sus hechos 

como por la accionada en su contestación, se evidencia que la acción de 

tutela presentada ya fue tramitada por otro Despacho, la cual fue negada 

por hecho superado el día 11 de julio de 2022. 

 

Ahora bien, la entidad accionante PREVISORA S.A, por medio de su 

apoderada judicial, no acudió al mecanismo idóneo una vez fallada la acción 

de tutela tramitada el día 11 de julio de 2022, como lo era el recurso de 

impugnación al no estar de acuerdo con la providencia emitida por dicho 

Despacho en esa instancia, contrario a esto, presentó nuevamente la acción 

de tutela ya radicada y fallada indicando que la misma no podía ser negada 

por hecho superado, puesto que el derecho de petición objeto de 
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controversia, es decir el radicado en la entidad el día 26 de febrero de 2022, 

no había sido resuelto de fondo. 

 

Como lo indica la Corte Constitucional en Sentencia T -045/14 y ratificado 

en Sentencia T -272/19, y de lo manifestado por las mismas partes, la 

acción de tutela consta por los mismos hechos y pretensiones, y se evidencia 

que la parte actora no acudió al mecanismo idóneo para ejercer la protección 

de su derecho fundamental presuntamente vulnerado, como lo es la 

impugnación al fallo proferido en la acción de tutela presentada en primera 

oportunidad. 

 

Por lo cual no puede esta Juzgadora proferir una nueva sentencia, cuando 

la controversia planteada, del derecho de petición radicado el día 26 de 

febrero de 2022 en la entidad, ya fue resuelta en primera oportunidad con 

la providencia emitida el día 11 de julio de 2022; en consecuencia, la 

presente acción de tutela resulta improcedente, al encontrarnos frente a la 

figura de la cosa juzgada constitucional. 

 
 
 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTA D.C., administrando Justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la Ley,  

 

RESUELVE 

 
 

PRIMERO: NEGAR POR IMPROCEDENTE la solicitud de amparo al 

derecho fundamental invocado por la PREVISORA S.A, por medio de 

apoderada judicial la Dra. Sonia Alexandra Pulido Muñoz, en contra de la 

DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES – DIAN por las 

razones expuestas en el presente proveído. 

 

SEGUNDO: NOTIFÍCAR la presente providencia de conformidad con lo 

establecido por el artículo 5° del Decreto 306 de 1992. 

 

TERCERO: Si el presente fallo no fuere impugnado dentro de los tres días 

siguientes a su notificación, remítase a la H. CORTE CONSTITUCIONAL 
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para su eventual revisión. En caso de ser impugnado remítase al H. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA D.C. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
 

DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 

                  JUEZ 

 

 

lph 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO  

BOGOTÁ D.C. 

La presente providencia se notifica a las partes 
por anotación en Estado N° 158 fijado hoy 24 
DE OCTUBRE DE 2022. 
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., 21 de octubre de 2022. Al 
Despacho de la Señora Juez el proceso ordinario No. 2020-00464, 
informando que la audiencia señalada en auto anterior no se llevará a cabo. 
Sírvase Proveer. 

 
MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 

La secretaria. 
 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL CIRCUITO 
 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veintidós (2022) 
 
Visto el informe secretarial que antecede, revisadas las diligencias encuentra 
el Despacho que para tomar decisión de fondo se hace necesario contar con 
la certificación electrónica  de tiempos laborados- CETIL- del accionante 
señor Jorge Enrique Gómez Urrea  identificado con C.C. No. 8.630.029 
teniendo en cuenta que según manifestación del hecho contenido en el 
numeral 2, el actor efecto cotizaciones a la extinta Cajanal. 
 
Por lo anterior, se DISPONE: 
 
 
REQUERIR a la parte actora para que el término judicial no mayor de DIEZ 
(10) días hábiles, proceda de conformidad. 
 
Vencido el término judicial, ingrese las diligencias al Despacho. 
 
 
 
 
N O T I F Í Q U E S E   y   C Ú M P L A S E,  
 
 
 
 

 
 
DIANA ELISSET ALVAREZ LONDOÑO 
Juez     
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

JUZGADO VEINTIOCHO LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 

El presente auto se notifica a las partes por 

anotación en Estado N°  158    fijado hoy 

24/10/2022 

 

MARÍA CAROLINA BERROCAL PORTO 

SECRETARIA 

 


